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Sobre: 

 
Daños y Perjuicios 

 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 

Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh   

 

Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de agosto de 2016. 

 Mediante un recurso de certiorari presentado el 15 de abril 

de 2016, comparece el Sr. Erick Rosario Fonseca h/n/c Taco 

Express y Jackpot Corporation (en adelante, los peticionarios).  

Nos solicitan que revoquemos una Orden dictada y notificada el 18 

de marzo de 2016, por el Tribunal de Primera Instancia (en 

adelante, TPI), Sala de San Lorenzo.  A través del dictamen 

recurrido, el TPI declaró No Ha Lugar una solicitud de 

desestimación por la vía sumaria instada por los peticionarios.  

Asimismo, el foro primario les concedió a las terceras demandadas, 

señoras Olga y Estela Negrón Vázquez, un término de cuarenta y 

cinco (45) días para comparecer mediante representación legal. 
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 En virtud de los fundamentos que expresamos a 

continuación, se expide el auto de certiorari solicitado y se revoca 

la Orden recurrida.  Cónsono con lo anterior, se desestima la 

reclamación en contra de los peticionarios y se devuelve el caso al 

TPI para la continuación de los procedimiento de conformidad con 

lo aquí resuelto. 

I. 

 De acuerdo al expediente ante nuestra consideración, el 13 

de septiembre de 2013, el Sr. Ricardo R. Delgado Guzmán (en 

adelante, el señor Delgado Guzmán) y su compañera consensual, 

la Srta. Clarimarie Suárez Ayala (en conjunto, los recurridos), 

incoaron la Demanda sobre daños y perjuicios que inició el pleito 

de autos.  En esencia, alegaron que el 15 de junio de 2013, el 

señor Delgado Guzmán sufrió una caída en el estacionamiento del 

local comercial conocido como Taco Express, que le causó varias 

fracturas en la parte distal de la extremidad inferior izquierda.  

Explicaron que el estacionamiento carecía de iluminación 

adecuada y tenía un desnivel que creó una condición peligrosa 

conocida por el propietario de Taco Express.  A pesar de que Taco 

Express conocía la condición peligrosa del lugar, los reclamantes 

sostuvieron que no tomó acción alguna, de manera oportuna para 

corregir la condición peligrosa.  En atención a lo anterior, los 

recurridos reclamaron que sufrieron daños y angustias mentales.  

En específico, el señor Delgado Guzmán reclamó la suma de un 

mínimo de $150,000.00 por concepto de daños físicos, 

hospitalización, cirugía ortopédica, rehabilitación, medicamentos, 

gastos, y angustias.  Por su parte, la compañera consensual del 

señor Delgado Guzmán reclamó el pago de $40,000.00 por 

concepto de angustias mentales y sufrimientos. 

Al cabo de varios trámites procesales, el 7 de marzo de 2014, 

los recurridos interpusieron una Demanda Enmendada para 
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añadir al pleito a Integrand Assurance Company como 

aseguradora de los peticionarios.  A su vez, luego de solicitar una 

prórroga, los peticionarios presentaron una Contestación a 

Demanda Enmendada.  En cuanto al control y titularidad del 

estacionamiento donde ocurrió la caída del señor Delgado 

Guzmán, los peticionarios expusieron como defensa que no eran 

dueños del estacionamiento, sino que este era compartido por tres 

(3) inquilinos, uno de ellos, Taco Express.  Aseveraron que el 

estacionamiento era propiedad de la Sra. Olga Negrón Vázquez (en 

adelante, la señora Olga Negrón), quien además era la encargada 

del aludido estacionamiento y de todas las áreas comunes.  

Cónsono con lo anterior, los peticionarios afirmaron que no tenían 

responsabilidad alguna por los daños reclamados por los 

recurridos, en vista de que no eran dueños, custodios o 

encargados del mantenimiento del referido estacionamiento. 

El 20 de agosto de 2014, los peticionarios presentaron una 

Moción Solicitando Permiso Para Presentar Demanda Contra 

Terceros acompañada con una Demanda Contra Tercero.  Lo 

anterior, con el propósito de añadir al pleito a la señora Olga 

Negrón como dueña del estacionamiento en el que ocurrieron los 

hechos que originaron el pleito de autos.  Luego de diligenciar el 

emplazamiento, los peticionarios instaron una Moción Solicitando 

Anotación de Rebeldía en contra de la señora Olga Negrón, quien 

no presentó alguna alegación responsiva de manera oportuna. 

El 3 de julio de 2015, los peticionarios incoaron una Moción 

en Solicitud de Nueva Notificación de Anotación de Rebeldía.  Los 

peticionarios explicaron que obtuvieron una dirección distinta a la 

notificada en el emplazamiento de la señora Olga Negrón.  Por lo 

tanto, solicitaron que el TPI renotificara la anotación de rebeldía 

contenida en la Orden emitida el 9 de febrero de 2015 y notificada 

el 10 de marzo de 2015 a la nueva dirección de la señora Olga 
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Negrón.  Mediante una Orden dictada el 6 de julio de 2015 y 

notificada el 8 de julio de 2015, el foro primario declaró Con Lugar 

la solicitud de renotificación de anotación de rebeldía y ordenó que 

se notificara dicha anotación a la dirección obtenida por los 

peticionarios. 

Atendida una Moción en Solicitud de Citación a Deposición de 

Parte en Rebeldía, el 6 de julio de 2015, notificada el 8 de julio de 

2015, el TPI declaró dicho petitorio Con Lugar y le ordenó a la 

señora Olga Negrón a comparecer a la oficina de la representante 

legal de los peticionarios el día, hora y dirección indicadas en la 

Orden.  Mientras tanto, los recurridos instaron una Tercera 

Demanda Enmendada a los fines de incluir en el pleito a Jackpot 

Corporation como la empresa que hacía negocios bajo el nombre de 

Taco Express. 

EI 10 de septiembre de 2015, la señora Olga Negrón 

compareció a la deposición, según citada.  No obstante, la 

deposición no se llevó a cabo toda vez que ella expresó que no 

deseaba proseguir con la deposición sin la asistencia de un 

abogado.  Del Acta de Comparecencia surge que la señora Olga 

Negrón indicó que la dueña del estacionamiento era su hermana, 

la Sra. Estela Negrón Vázquez (en adelante, la señora Estela 

Negrón), a quien representaba mediante un poder presuntamente 

suscrito a dichos efectos.1 

Con posterioridad, el 15 de octubre de 2015, los 

peticionarios presentaron una Demanda Contra Terceros con el 

propósito de traer al pleito a la Sra. Estela Negrón como dueña del 

predio donde ubica el estacionamiento.  Posteriormente, la señora 

Estela Negrón fue emplazada.  Asimismo, se incluyó en las 

notificaciones del TPI a la señora Olga Negrón.  

                                                 
1 Véase, Deposición de la Sra. Olga Negrón Vázquez (ACTA), Anejo 19 del 

Apéndice del recurso de certiorari, págs. 69-71. 
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El 1 de febrero de 2016, los peticionarios incoaron una 

Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria.  En esencia, solicitaron 

que el TPI desestimara sumariamente la Demanda interpuesta en 

su contra debido a que del contrato de arrendamiento surgía que 

las dueñas del predio eran las responsables de realizar las 

reparaciones mayores en el mismo y, por ende, el estacionamiento 

estaba bajo control, custodia y mantenimiento de las terceras 

demandadas.  El 2 de febrero de 2016, notificada el 9 de febrero de 

2016, el foro primario dictó una Orden por medio de la cual le 

concedió a los recurridos un término de diez (10) días para replicar 

la solicitud de sentencia sumaria.  Por su parte, el 8 de febrero de 

2016, las señoras Olga Negrón y Estela Negrón incoaron una 

Moción Solicitando Autorización Para Examinar Expediente y 

Solicitud de Prórroga para Contestar la Demanda Enmendada 

Contra Terceros.   

A su vez, los recurridos presentaron una Oposición a 

Solicitud de Sentencia Sumaria, sin documentos anejados.  

Básicamente, alegaron que existían varias controversias de hechos 

que no podían dilucidarse de manera sumaria y debían atenderse 

en un juicio en su fondo.  En específico, adujeron que estaban en 

controversia la titularidad del estacionamiento; quiénes tenían la 

responsabilidad de mantener, custodiar y proveer iluminación 

adecuada a dicho predio; la responsabilidad de los peticionarios de 

proveerles condiciones seguras a los clientes que los visitan; y si el 

contrato de arrendamiento de Taco Express exoneraba a las 

terceras demandadas de toda responsabilidad por los accidentes 

que ocurrieran en el local arrendado y en el estacionamiento.  

Añadieron que de la propia Moción en Solicitud de Sentencia 

Sumaria se desprendían controversias en cuanto a la titularidad 

del estacionamiento; la exoneración de responsabilidad en el 

contrato de arrendamiento del local donde ubica Taco Express; y el 
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conocimiento de los peticionarios en cuanto a la existencia de una 

condición peligrosa en las inmediaciones de su establecimiento 

comercial. 

El 3 de marzo de 2016, las peticionarias incoaron una 

Contestación a Tercera Demanda Enmendada y una Réplica a 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria.  En síntesis, alegaron 

que los recurridos no refutaron los hechos incontrovertidos que 

expusieron en su solicitud de sentencia sumaria.  Por otro lado, el 

8 de marzo de 2016, los peticionarios instaron una Réplica a 

“Moción Solicitando Autorización Para Examinar Expediente y 

Solicitud de Prórroga para Contestar la Demanda Enmendada 

Contra Terceros”.  Expresaron que la señora Olga Negrón carecía 

de la facultad legal para comparecer en el pleito en representación 

de su hermana, toda vez que no es abogada.  Además, solicitaron 

que se le ordenara a las terceras demandadas a presentar el poder 

que alegaba tener la señora Olga Negrón para representar a su 

hermana, por no existir constancia de dicho documento.  

Asimismo, plantearon que de existir un poder, podría existir un 

conflicto de interés si surge que la señora Olga Negrón como 

apoderada fue negligente en mantener el predio del 

estacionamiento donde el señor Delgado Guzmán se cayó.  

El 18 de marzo de 2016, el TPI dictó y notificó una Orden en 

la cual declaró No Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria de 

los peticionarios.  Asimismo, declaró Con Lugar la solicitud de las 

terceras demandadas para concederle cuarenta y cinco (45) días 

para anunciar representación legal.   

 Inconformes con la anterior determinación, el 15 de abril de 

2016, los peticionarios instaron el recurso de certiorari de epígrafe 

y adujeron que el TPI los siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 
de San Juan (sic), al no conceder el remedio sumario 

solicitado, cuando de los hechos no controvertidos 
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surge claramente que los peticionarios no son 
responsables ante la parte demandante, puesto que la 

caída no ocurre en su negocio, sino en el 
estacionamiento de quien las terceras demandadas 

tienen control, custodia, mantenimiento y deber de 
realizar las reparaciones mayores en el mismo. 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 
de San Juan (sic), al declarar Ha Lugar la oposición a 
sentencia sumaria de la parte demandante, cuando 

dicho escrito no cumple con los requisitos requeridos, 
y declarar No Ha Lugar la solicitud de sentencia 

sumaria sin hacer una determinación de hechos y de 
conclusiones de derecho respecto a los asuntos 
planteados que no fueron controvertidos, en 

incumplimiento con la Regla 36.4 de Procedimiento 
Civil de 2009.   

 
 Subsecuentemente, el 4 de mayo de 2016, los recurridos 

presentaron una Oposición a Expedición de Auto.  Con el beneficio 

de la comparecencia de las partes, procedemos a exponer la 

doctrina jurídica aplicable a la controversia que atendemos. 

II. 

A. 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491 et seq., es el 

vehículo procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de 

mayor jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por 

un tribunal inferior.  Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); 

Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera discrecional.  

Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  

En nuestro ordenamiento jurídico, esta discreción ha sido definida 

como una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justiciera.  Lo anterior no 

significa poder actuar en una forma u otra, haciendo abstracción 

del resto del derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un 

abuso de discreción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 

(2009); Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  
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Con el propósito de que podamos ejercer de una manera 

sabia y prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en 

los méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el 

recurso de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de nuestro 

Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, establece los criterios que 

debemos tomar en consideración al atender una solicitud de 

expedición de un auto de certiorari.  Esta Regla dispone lo que 

sigue a continuación:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B R. 40.  

 

B. 

En repetidas ocasiones, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es el 

más poderoso instrumento reservado a los jueces.  Rodríguez v. 

Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 

110 DPR 721, 725 (1981).  La discreción se nutre “de un juicio 

racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un 
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sentido llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, 

sin tasa ni limitación alguna”.  Pueblo v. Hernández García, 186 

DPR 656, 684 (2012), citando a Santa Aponte v. Srio. del Senado, 

105 DPR 750, 770 (1977); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 459 

(2011).  Asimismo, “no significa poder para actuar en una forma u 

otra, haciendo abstracción del resto del Derecho”.  Pueblo v. 

Hernández García, supra, citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de 

Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997). 

En Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico indicó que existen ciertas guías 

para determinar cuándo un tribunal abusa de su discreción y, en 

torno a este particular, estableció lo siguiente:  

…[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 
discreción, inter alia: cuando el juez no toma en 

cuenta e ignora en la decisión que emite, sin 
fundamento para ello, un hecho material importante 

que no podía ser pasado por alto; cuando el juez, por 
el contrario, sin justificación ni fundamento alguno, 
concede gran peso y valor a un hecho irrelevante e 

inmaterial y basa su decisión exclusivamente en éste, 
o cuando, no obstante considerar y tomar en cuenta 
todos los hechos materiales e importantes y descartar 

los irrelevantes, el juez los sopesa y calibra 
livianamente.  García v. Padró, supra, a la pág. 336; 

Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). 
 

En el contexto de esa doctrina, debemos tener presente el 

alcance de nuestro rol como Foro Apelativo al intervenir 

precisamente con la discreción judicial.  Así pues, es norma 

reiterada que este Foro no habrá de intervenir con el ejercicio de la 

discreción del Tribunal de Primera Instancia, “salvo que se 

demuestre que hubo un craso abuso de discreción, prejuicio, error 

manifiesto o parcialidad”.  Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 

184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). 

C. 

Es norma reiterada que mediante el mecanismo de sentencia 

sumaria, regulada por la Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 



 
 

 
KLCE201600640 

 

10 

Ap. V R. 36, un tribunal puede disponer de un caso sin celebrar 

vista en su fondo.  Abrams Rivera v. E.L.A., 178 DPR 914, 932 

(2010); Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010); 

Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010).  A tales 

efectos, la Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 

36.3(e), provee que para que proceda dictar sentencia sumaria es 

necesario que de las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas, si las hubiere, surja que no hay 

controversia real sustancial en cuanto a ningún hecho material y 

que, como cuestión de derecho, debe dictarse sentencia sumaria a 

favor de la parte promovente.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 

189 DPR 414, 430 (2013); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 

DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 

214; González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 DPR 127, 137-138 

(2006).   

El propósito de la sentencia sumaria es aligerar la 

tramitación de los casos en forma justa, rápida y económica, 

permitiendo que se dicte sentencia cuando de los documentos 

surge que no existe disputa sobre un hecho esencial y solamente 

resta aplicar el derecho, por lo que resulta innecesario celebrar un 

juicio en su fondo.  Oriental Bank v. Perapi et al., 192 DPR 7, 25 

(2014); Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 128 

(2012); Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra; Quest Diagnostics 

v. Mun. San Juan, 175 DPR 994, 1003 (2009).  Usada 

correctamente, la sentencia sumaria es un valioso mecanismo 

procesal para descongestionar los calendarios judiciales.  SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra; Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 638 

(2009).     
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En este contexto, le corresponde al tribunal analizar si 

existen o no controversias en cuanto a los hechos y resolver si en 

derecho procede emitir sentencia a favor de la parte que la solicita. 

No cabe duda que solamente procede dictar sentencia sumaria 

cuando surge claramente que el promovido no puede prevalecer y 

que el tribunal cuenta con la verdad de todos los hechos 

necesarios para poder resolver la controversia.  Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., supra, citando a Corp. Presiding Bishop CJC of 

LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720-721 (1986).  Ante la clara 

ausencia de certeza sobre todos los hechos materiales en 

controversia, no procede dictar sentencia sumaria.  Id.  El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha reiterado que un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

con el derecho sustantivo aplicable.  Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra, a las págs. 129-130, citando a Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, a la pág. 213.   

Por su parte, le corresponde a la parte promovida rebatir 

dicha moción por vía de declaraciones juradas u otra 

documentación que apoye su posición, pues si bien el no hacerlo 

necesariamente no significa que ha de emitirse el dictamen 

sumario automáticamente en su contra, tal omisión lo pone en 

riesgo de que ello ocurra.  Ramos Pérez v. Univisión, supra, a la 

pág. 215; Toro Avilés v. P.R. Telephone Co., 177 DPR 369, 383-384 

(2009).  De acuerdo con la Regla 36.3(c) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V R. 36.3(c), cuando se presenta una moción de 

sentencia sumaria, la parte contraria no puede descansar 

solamente en las aseveraciones o negaciones contenidas en sus 

alegaciones, sino que se encuentra obligada a contestar de forma 

tan detallada y específica como lo haya hecho la parte promovente, 

ya que si no lo hace de esta forma, se dictará la sentencia sumaria 

en su contra, si así procede.  
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Asimismo, toda inferencia que se haga de los hechos 

incontrovertidos debe hacerse de la manera más favorable a la 

parte que se opone a la misma.  Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 

supra, a la pág. 300, citando a Corp. Presiding Bishop CJC of LDS 

v. Purcell, supra, a la pág. 721.  No obstante, “cualquier duda no es 

suficiente para derrotar una moción de sentencia sumaria.  Tiene 

que ser una duda que permita concluir que existe una controversia 

real y sustancial sobre hechos relevantes y pertinentes”.  Const. 

José Carro v. Mun. Dorado, supra, a la pág. 130, citando a Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, a la pág. 214.     

Resulta menester precisar que “al dictar sentencia sumaria 

el tribunal deberá: (1) analizar los documentos que acompañan la 

solicitud de sentencia sumaria y los documentos incluidos con la 

moción en oposición, así como aquellos que obren en el expediente 

del tribunal; (2) determinar si el oponente de la moción controvirtió 

algún hecho material y esencial, o si hay alegaciones de la 

demanda que no han sido controvertidas o refutadas en forma 

alguna por los documentos”.  S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo 

Titulares, 184 DPR 133, 167 (2011), citando a Vera v. Dr. Bravo, 

161 DPR 308, 333 (2004); López v. Miranda, 166 DPR 546, 562-

563 (2005).  A tales efectos, el juzgador no está limitado por los 

hechos o documentos que se aduzcan en la solicitud, sino que 

debe considerar todos los documentos del expediente, sean o no 

parte de la solicitud de sentencia sumaria, de los cuales surjan 

admisiones hechas por las partes.  Const. José Carro v. Mun. 

Dorado, supra, citando a Cuadrado Lugo v. Santiago Rodríguez, 

126 DPR 272, 280-281 (1990).     

En el caso de un foro apelativo, este “debe utilizar los 

mismos criterios que el Tribunal sentenciador al determinar si 

procede dictar sentencia sumaria, está limitado de dos maneras: 

sólo puede considerar los documentos que se presentaron ante el 
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foro de primera instancia.  Las partes no pueden añadir en 

apelación exhibits, deposiciones o afidávits que no fueron 

presentadas oportunamente en el foro de primera instancia, ni 

pueden esbozar teorías nuevas o esgrimir asuntos nuevos por 

primera vez ante el foro apelativo.  El Tribunal Apelativo sólo puede 

determinar si existe o no alguna controversia genuina de hechos 

materiales y si el derecho se aplicó de forma correcta”.  Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, supra, a la pág. 129.     

Ahora bien, por estar en la misma posición que el foro 

primario al momento de revisar las solicitudes de sentencia 

sumaria, recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

estableció un estándar específico que como foro apelativo debemos 

utilizar.  En torno a este particular, en Meléndez González v. M. 

Cuebas, Inc., Op. de 21 de mayo de 2015, 2015 T.S.P.R. 70, 193 

DPR ____ (2015), el Tribunal Supremo indicó que, de entrada, 

debemos revisar que tanto la moción de sentencia sumaria, así 

como su oposición, cumplan con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra.  Id., a las 

págs. 20-21.  Subsecuentemente, si existen hechos materiales 

controvertidos “el foro apelativo intermedio tiene que cumplir con 

la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe exponer 

concretamente cuáles hechos materiales encontró que están en 

controversia y cuáles están incontrovertidos”.  Id., a la pág. 21. 

 (Énfasis en el original suprimido).  Por el contrario, si 

encontramos que los hechos materiales del caso son 

incontrovertidos, debemos revisar de novo si el TPI aplicó 

correctamente la norma jurídica aplicable a la controversia que 

tuvo ante sí.  Id.   

Claro está, lo anterior en nada altera la reiterada normativa 

en cuanto a que cuando se utiliza la sentencia sumaria “el sabio 

discernimiento es el principio rector para su uso porque, mal 
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utilizada, puede prestarse para despojar a un litigante de su día en 

corte, principio elemental del debido proceso de ley”.  Mejías et al. 

v. Carrasquillo et al., supra, citando a MGMT. Adm. Servs. Corp. v. 

E.L.A., 152 DPR 599, 611 (2000).   

A tenor con los principios antes expuestos, procedemos a 

resolver la controversia que nos ocupa. 

III. 

 La única controversia traída a nuestra consideración por los 

peticionarios es determinar si el foro primario incidió al denegar 

con un escueto No Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria.  Lo 

anterior, debido a que según los peticionarios, no existen 

controversias de hechos que le impidieran al foro primario 

concluir, de manera sumaria, que no son responsables por los 

daños reclamados por los recurridos.  Le asiste la razón a los 

peticionarios en su planteamiento. 

 De acuerdo al marco jurídico previamente expuesto, al 

revisar una solicitud de sentencia sumaria, como foro apelativo 

estamos en la misma posición que el foro primario.  De entrada, 

nos corresponde revisar que tanto la moción de sentencia sumaria 

y la oposición cumplen con los requisitos que establece la Regla 36 

de Procedimiento Civil, supra.  De existir hechos materiales 

controvertidos debemos exponer específicamente cuáles son estos 

y aquellos que son incontrovertidos.  Por el contrario, si 

encontramos que los hechos materiales del caso son 

incontrovertidos, nos corresponde revisar de novo si el TPI aplicó 

correctamente la norma jurídica aplicable a la controversia que 

tuvo ante sí. 

Luego de analizar los documentos que acompañan la Moción 

en Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por los peticionarios 

y la Oposición, resulta forzoso concluir que los recurridos no 

lograron controvertir hecho material esencial alguno.  Más 
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importante aún, la Oposición de los recurridos no cumplió con la 

metodología establecida por la Regla 36 de Procedimiento Civil, 

supra, y su jurisprudencia interpretativa.  Los recurridos no 

podían descansar únicamente en las aseveraciones de sus 

alegaciones, sino que estaban obligados a contestar de forma tan 

detallada y específica como lo hicieron los peticionarios.  Tampoco 

pasa por inadvertido que el foro primario incumplió con lo 

establecido en la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V 

R. 36.4.2 

Por otro lado, mediante la solicitud de sentencia sumaria y 

sus anejos, encontramos que los peticionarios lograron refutar las 

alegaciones en su contra de la Demanda.  En vista de lo anterior y 

luego de examinar cuidadosamente la totalidad del expediente, 

concluimos que no existe una controversia real sustancial sobre 

hechos materiales que le impidiera al foro primario dictar 

sentencia sumaria y desestimar la Demanda en contra de los 

peticionarios.  Efectuada una revisión de novo de la solicitud de 

sentencia sumaria y sus anejos, así como de la oposición de los 

recurridos, concluimos que de las alegaciones de las partes, en 

conjunto con las admisiones de los recurridos y la prueba 

documental incluida en el expediente de autos, los hechos 

pertinentes están claros y solo resta aplicarles el derecho.  Por 

                                                 
2 La Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, establece lo siguiente: 

Si en virtud de una moción presentada bajo las disposiciones de 

esta regla no se dicta sentencia sobre la totalidad del pleito, ni se 

concede todo el remedio solicitado o se deniega la misma, y es 
necesario celebrar juicio, será obligatorio que el tribunal resuelva 

la moción mediante una determinación de los hechos esenciales 

y pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial y 

los hechos esenciales y pertinentes que están realmente y de 

buena fe controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de los 
daños u otra reparación no está en controversia, ordenando los 

procedimientos ulteriores que sean justos en el pleito, incluso una 

vista evidenciaria limitada a los asuntos en controversia.  Al 

celebrarse el juicio, se considerarán probados los hechos así 

especificados y se procederá de conformidad. 

A base de las determinaciones realizadas en virtud de esta 
regla el tribunal dictará los correspondientes remedios, si 

alguno.  (Énfasis suplido). 
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consiguiente, formulamos las siguientes determinaciones de 

hechos que no están en controversia: 

1. El 15 de junio de 2013, el Sr. Ricardo Delgado 
Guzmán (en adelante, el señor Delgado Guzmán) 
salió en compañía de la codemandante, Clarimarie 

Suárez Ayala.3  Luego de un “compartir” social, 
donde el señor Delgado Guzmán consumió bebidas 
alcohólicas,4 se dirigieron al establecimiento 

denominado Taco Express.5  
 

2. Al bajarse del auto, el señor Delgado Guzmán 
tropezó con el lomo de la carretera y cayó al suelo 
en el pavimento del estacionamiento.6 

 
3. El lugar de la caída experimentada por el señor 

Delgado Guzmán no es la entrada al local donde 
está ubicado Taco Express.7 

 

4. El área de Taco Express estaba iluminada.8 
 
5. Al caerse, el señor Delgado Guzmán sufrió una 

fractura en la porción distal de su extremidad 
inferior izquierda que requirió cirugía para 

corregirla.9 
 
6. El señor Delgado Guzmán no notificó la caída a 

Taco Express o al Sr. Erick Rosario Fonseca (en 
adelante, señor Rosario Fonseca).10  Taco Express 
no tuvo conocimiento de la caída hasta que se le 

emplazó y recibió copia de la demanda que inició el 
pleito de autos.11 

 
7. Por su parte, el señor Rosario Fonseca h/n/c Taco 

Express y presidente de Jackpot Corporation,12 

opera un restaurante de comida denominado Taco 
Express y ubicado en la Carretera 3.1 del Barrio 

Ceiba Norte del Municipio de Juncos.13 
 
8. El local donde opera Taco Express así como el 

estacionamiento no son propiedad del señor 

                                                 
3 Véase, Deposición del Sr. Ricardo Delgado Guzmán, Anejo 4 de la Moción en 
Solicitud de Sentencia Sumaria, Anejo 19 del Apéndice del recurso de certiorari, 

pág. 101. 
4 Id., a la pág. 103. 
5 Id., a las págs. 104-105.  Véase, además, Contestación a Interrogatorio, 

contestaciones seis (6) y diez (10), Anejo 2 de la Moción en Solicitud de Sentencia 
Sumaria, Anejo 19 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 82. 
6 Véase, Deposición del Sr. Ricardo Delgado Guzmán, Anejo 4 de la Moción en 
Solicitud de Sentencia Sumaria, Anejo 19 del Apéndice del recurso de certiorari, 

pág. 109. 
7 Id., a las págs. 105, 106, 109. 
8 Id., a la pág. 119. 
9 Id., a la pág. 121. 
10 Id., a la págs. 120 y 133. 
11 Id., a la pág.130.  Véase, además, Contestaciones al Interrogatorio, 

contestación número quince (15), Anejo 3 de la Moción en Solicitud de Sentencia 
Sumaria, Anejo 19 de Apéndice del recurso de certiorari, pág.88. 
12 Véase, Contrato de Arrendamiento, Anejo 5 de la Moción en Solicitud de 
Sentencia Sumaria, Anejo 19 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 136. 
13 Véase, Contestación a Demanda Enmendada, Anejo 4 del Apéndice del recurso 

de certiorari, pág. 12. 
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Rosario Fonseca.  El 30 de noviembre de 2011, 
Jackpot Corp., representada por su presidente, el 

señor Rosario Fonseca y la señora Olga Negrón 
Vázquez, como propietaria, acordaron el 

arrendamiento de dicho local comercial.14 
 
9. Como parte del aludido contrato de arrendamiento, 

las partes acordaron que las reparaciones mayores 
estarían a cargo de la señora Olga Negrón.  En 
específico, la cláusula séptima del aludido contrato 

dispone como sigue: 
 

---SEPTIMO: Si “EL ARRENDATARIO” 
necesita efectuar mejoras y arreglos en el 
inmueble objeto del presente contrato de 

arrendamiento, serán por cuenta y cargo 
de “EL ARRENDATARIO” y quedarán a 

beneficio de “LA ARRENDADORA”, sin que 
éste venga obligado a pagar indemnización 
de clase alguna a “EL ARRENDATARIO”, 

excepto las reparaciones mayores o 
extraordinarias que serán de cuenta y 
pago de “LA ARRENDADORA”, pudiendo 

“LA ARRENDADORA” optar entre realizar 
las reparaciones o dar por vencido el 

contrato de arrendamiento.----------------15 
 
A tenor con las precitadas determinaciones fácticas, 

concluimos que los peticionarios como arrendatarios del local 

comercial donde operan un restaurante no tienen el control, ni la 

responsabilidad por el mantenimiento del estacionamiento donde 

el señor Delgado Guzmán sufrió la caída que originó su 

reclamación.  Por ende, no responden por los daños reclamados 

por los recurridos y procede declarar Ha Lugar la solicitud de 

sentencia sumaria y desestimar la causa de acción entablada en 

contra de los peticionarios.  Resulta menester puntualizar que el 

relevo de responsabilidad suscrito en el contrato de arrendamiento 

se refiere efectivamente al local que arrendó el señor Rosario 

Fonseca para operar Taco Express y no a la totalidad del predio de 

terreno propiedad de la tercera demandada, donde por cierto hay 

dos (2) locales comerciales adicionales, además del 

                                                 
14 Véase, Contrato de Arrendamiento, Anejo 5 de la Moción en Solicitud de 
Sentencia Sumaria, Anejo 19 del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 156-

159. 
15 Id., a la pág. 157. 
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estacionamiento.16  Es imprescindible reiterar que los peticionarios 

no arrendaron el estacionamiento, ni lo operan o controlan, sino 

que arrendaron únicamente el local comercial donde ubica el 

restaurante.  

Conforme a la discreción que nos ha sido conferida y a la luz 

de los criterios dispuestos en la Regla 40 de nuestro Reglamento, 

supra, examinadas las circunstancias particulares y el tracto 

procesal del caso que nos ocupa, concluimos que incidió el foro 

primario y procede nuestra intervención para alterar la 

determinación recurrida.  En consecuencia, se expide el auto de 

certiorari solicitado y se revoca la Resolución recurrida. 

Por último, debemos dejar meridianamente claro que 

corresponderá en su momento al foro de instancia dilucidar si los 

recurridos son acreedores del remedio que solicitaron en la causa 

de epígrafe en contra de Olga y Estela Negrón Vázquez.  Es 

importante señalar que al expedir el auto de certiorari solicitado, 

no estamos prejuzgando los méritos de dicha controversia.   

IV. 

 En virtud de todos los fundamentos antes expresados, se 

expide el auto de certiorari solicitado y se revoca el dictamen 

recurrido.  Así revocado, se desestima la acción civil en contra de 

los peticionarios.  Se ordena la continuación de los procedimientos 

de conformidad con lo aquí resuelto. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
16 La cláusula decimoprimera del contrato de arrendamiento establece que: 

---DECIMO PRIMERO: Ni la propiedad, ni “LA ARRENDADORA”, responderá o 

serán responsables de daño alguno por causa o concepto alguno que sufra o 

pueda sufrir persona alguna que resida o visite la propiedad o áreas 

circundantes a ésta.  “EL ARRENDATARIO” exonera de toda responsabilidad a 
“LA ARRENDADORA”.------------------------------------------------------------------------ 
Véase, Contrato de Arrendamiento, Anejo 19 del Apéndice del recurso de 

certiorari, pág. 158. 


